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ACTA No. 0112 del 15 de septiembre de 2009

Dentro del término estipulado en los artículos 86 de la Constitución Nacional y 29 del Decreto 2591 de 1991, se resuelve en primera instancia la Acción de Tutela impetrada por Wilson de Jesús Ortiz Cano contra el Ministerio de la Protección Social y el Instituto de Seguros Sociales que pretende la protección del derecho fundamental de petición.

El proyecto, una vez revisado y discutido, fue aprobado por el resto de integrantes de la Sala y corresponde a lo siguiente,

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:

Pretende el accionante a través de éste medio de protección constitucional que se ordene al Ministerio de la Protección Social y al Instituto de Seguros Sociales resolver de fondo las pretensiones plasmadas en el derecho de petición radicado el 29 de septiembre de 2008, ante la Administración de documentos del nivel Nacional del ISS.
II. IDENTIFICACION DEL ACCIONANTE

Se trata del señor Wilson de Jesús Ortiz Cano, identificado con la cédula de ciudadanía N° 10.093.249 expedida en Pereira (Rda).
III. AUTORIDADES ACCIONADAS
Se trata del Ministerio de la Protección Social, representada legalmente por el señor Ministro, Dr. Diego Palacio Betancourth y de la Empresa Industrial y Comercial del Estado Instituto de Seguros Sociales, representada legalmente por el doctor Roger José Carrillo Ocampo.

IV. DE LOS DERECHOS QUE SE INVOCAN COMO VULNERADOS
Se invoca la tutela del derecho fundamental de petición.
V. ANTECEDENTES

1. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

Manifiesta el accionante que trabaja en España como impermeabilizador de telas asfálticas y que el 22 de noviembre de 2006, comenzó con una incapacidad permanente con ocasión de problemas lumbares.

Que el 16 de abril de 2004, realizó solicitud de reconocimiento de la pensión de invalidez ante el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de España, quien el 09 de mayo de 2008, en respuesta a la solicitud adujo haber remitido la documentación a su homologo en Colombia para el estudio de los derechos de la seguridad social.

Que el 29 de septiembre de 2008, radicó ante el ISS una relación de tiempos de servicio que le hacen falta, solicitando que dicha omisión fuera corregida y enviaran la correspondiente certificación al Ministerio de Asuntos Labores de España, para que se pudiera decidir acerca del reconocimiento de su pensión, sin que hasta la fecha haya sido expedida.
VI. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término otorgado a las entidades accionadas para dar respuesta a la presente acción, guardaron silencio.
VII. CONSIDERACIONES
1. Problema Jurídico por resolver:
El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

a. ¿La falta de respuesta de una autoridad frente a una solicitud, la hace incurrir en violación al derecho fundamental de petición?

La acción de tutela tiene como finalidad la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, consistiendo esa protección en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo.


La constitución Política en el Titulo II, Capítulo I, enlista los diferentes derechos fundamentales, encontrándose en el artículo 23, el denominado derecho de petición, consagrado en los siguientes términos:
“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a la autoridades por motivos de interes general o particular y a obtener pronta resolución.
El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”

En lo atinente al derecho fundamental de petición, cabe señalar que existe una diferencia esencial entre el derecho de petición y el derecho a lo pedido en cuanto el primero de ellos, hace referencia a la facultad que tienen las personas de elevar solicitudes respetuosas ante las autoridades, en la seguridad de obtener de ellas una pronta y oportuna respuesta que debe hacerse conocer en debida forma al interesado y que materialmente responda las inquietudes o asuntos planteados; este derecho, en los distintos aspectos que lo componen, puede ser objeto de amparo constitucional en sí mismo y con independencia del contenido de las peticiones. 
Por su parte, el derecho a lo pedido hace alusión a aquel que se pretende defender o cuyo reconocimiento se busca a través del ejercicio del derecho de petición.
Veamos si en el caso concreto a que se refiere la acción se vio vulnerado el derecho fundamental de petición:
Concretamente aduce el accionante por medio de su apoderado que radicó ante el Instituto de Seguros Sociales, una relación de tiempos de servicios que le hacían falta en su historia laboral con el fin de que fuera corregida y realizada tal gestión, fuera enviada al Ministerio de Trabajo y Asuntos Laborales de España para que allí le pudieran resolver la solicitud de reconocimiento de su pensión de invalidez. 

Dentro del término otorgado a las autoridades accionadas para que ejercieran su derecho de defensa, no se allegó por parte de ellas ningún documento que nos permita colegir que se dio respuesta oportunamente a la petición radicada el 29 de septiembre de 2008 por el accionante, o por lo menos que hayan realizado alguna gestión una vez enteradas del trámite de la presente acción, para proceder a dar por superados los hechos vulnerantes del derecho fundamental respecto del cual se solicita protección.
Y es que ni el Ministerio de la Protección Social ni el Instituto de Seguros Sociales, expresaron si pueden actuar de acuerdo a lo solicitado por el accionante; así que al no militar dentro de la foliatura prueba de la cual se coliga que las accionadas, contestaron en forma clara, precisa y congruente lo solicitado por el señor Ortiz Cano, se puede afirmar que la solicitud presentada por él el 29 de septiembre de 2008, no ha sido satisfecha, configurándose de esta forma una conducta violatoria del derecho de petición por parte de las autoridades accionadas.
Para esta Colegiatura es suficiente lo hasta aquí esgrimido, para tener por no satisfecho el Derecho de Petición incoado, por lo que habrá de prosperar la pretensión de amparo y, en consecuencia, se ordenará al Instituto de Seguros Sociales que dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la fecha de notificación de este fallo responda de fondo la solicitud formulada por el señor WILSON DE JESÚS ORTIZ CANO, relacionada con la 
inclusión de unos tiempos de servicio en su historia laboral. Así mismo, se ordenará al Ministerio de la Protección Social que una vez cumplida la orden impartida mediante esta acción de tutela por parte del ISS, en atención al Convenio Hispano – Colombiano que existe para el reconocimiento de prestaciones pensionales, lleve a cabo las demás diligencias que le competen a fin de evitar la suspensión del trámite pensional a favor del accionante.
Corolario de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución
VIII. RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición vulnerado al señor JORGE HERNÁN ORTIZ GÓMEZ, por el MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL y el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se ordena al señor Ministro de la Protección Legal que dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, responda de fondo la solicitud formulada por el señor WILSON DE JESÚS ORTIZ CANO, relacionada con la inclusión de unos tiempos de servicio en su historia laboral. 
TERCERO: Así mismo, se ordena al Ministerio de la Protección Social que una vez cumplida la orden impartida en el numeral anterior por parte del Instituto de Seguros Sociales y, en atención al Convenio Hispano – Colombiano que existe para el reconocimiento de prestaciones pensionales, lleve a cabo las demás diligencias que le competen a fin de evitar la suspensión del trámite pensional a favor del accionante.
CUARTO: Infórmese a las partes que la presente decisión podrá ser impugnada ante la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, dentro de los tres días siguientes a su notificación.

QUINTO:
En caso de no ser impugnada, envíese las diligencias a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo establece el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.
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